
Revista de Derecho de la 
Universidad Católica de Valparaíso 

XVII! (1997) 

LA DIMENSIÓN INTERNACIONAL DEL DERECHO 
A LA LIBERTAD EN EL PROCESO PENAL 

MARCELA FERNÁNDEZ SALDÍAS 
Universidad de Valparaiso 

Según estadísticas de Gendanllería de Chile, de acuerdo a las cifras obtenidas 
confomlc a un censo de un día en el mes, sobre el total de población reclusa dmante 
la década del 80 y principios del 90, más de la mitad de la población recluida, entre 
el 51 % al 60% del total corresponde a personas detenidas y procesadas, de las cuales 
las procesadas representan la mayor parte, no sobrepasando nunca la población 
condenada el 50% del totaL 1 Según estas cifTas un porcentaje mayoritario de las 
personas recluidas en los centros penitenciarios de nuestro país, se encuentran en 
espera de una decisión judicial definitiva sobre la imputación penal que recae en su 
contra. La problemática de los presos sin condena no es ajena al resto de los países 
de la región, y ha sido preocupación constante de los órganos internacionales que 
estudian el fenómeno desde la perspectiva de la protección de los derechos hwuanos. 
De acuerdo a la investigación del Instituto Latinoamericano de las Naciones Unidas 
para la Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente en América Latina y el 
Caribe. el promedio de personas privadas de libertad que se encuentra sin condena 
ascendía en América Latina al 68.47%. según estadísticas de los años 80. 81 Y 82. 
constatándose un agravamiento de la sin¡ación en el tiempo.2 

Esta realidad impone una reflexión ineludible para los operadores jurídicos 
sobre la real vigencia en nuestro país de la protección constinlcional y legal del 
derecho a la libertad en el proceso penal y del principio de inocencia del imputado 
como un derecho fundamental de la persona. 

Hago la salvedad que esta ponencia tiene por objeto postular una vía práctica 
para ampliar las posibilidades de excarcelación que actualmente ofrece nuestro 
Derecho, a través de la aplicación de la nom1ativa internacional que regula el 
derecho a la libertad provisional, sin mayores pretensiones de agotar el tema desde 
su fundamentación teórica. 

Cálculos porcentuales tomados del estudio de María Angélica Jiménez "El Proceso Penal 
Chileno y los Derechos Humanos", Vol. II, Estudios Empíricos, en Cuadernos de Análi
sis Jurídico, Serie de Publicaciones Especiales, N° 4, Escuela de Derecho Universidad 
Diego Portales, Alfabeta Impresores, Santiago, Chile, 1994. 

[lías CARRANZA y otros, "El Preso sin Condena. América Latina y El Caribe". Instituto 
Latinoamericano de Naciones Unidas para la Prevención del Delito y Tratamiento del 
Delincuente, Naciones Unidas, San José, Costa Rica, 1983. 
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/. La regulación del Derecho a la Lihertad Provisional en el Amhilo Interno 

Nuestra Constitución asegura a todas las personas en el artículo 19 N° 7 el derecho a 
la libertad personal y a la seguridad individual , seI1alaodo en la letra b) que nadie 
puede ser privado de su libertad personal ni ésta restringida sino en tos casos y en la 
fonna dctcnninados por la Constitución y las leyes. 

Implícitamente la Consti tu\":ión establece como restri cc ión legítima a este 
derecho la detención y prisiún preventiva como l!xpresión de la potestad caute lar del 
Estado en la represión del delito , seiialando ¡;n la letra e) y d) el marco regulatorio 
dentro del cual esta facultad se ejerce respetando los derechos fundamentales de la 
persona. C omo contrapartida de es[a restri cción penni.ida en e l interés general se 
consagra en la letra e) el derecho a la libertwJ provisional. la que procederá como 
regla general a menos que la detenc ión o pri sión preventiva sea considerada por el 
juez como necesaria para las investigaciones del sumario o para la seguridad del 
ofendido O de la sociedad_ La Constitución remite con un mandara amplio a la ley 
los requisitos y condiciones para obtcTlc-r1:i. 

El derecho a la libertad provisional (i ene como fundamento el principio de 
presunción de inocencia del imputado, que más que una presunción en su semido 
técnico, consagra el derecho de roda imputado de ser considerado en estado o 
condición jurídica de inocente mientras nu se establezca su culpabilidad por 
sentencia ejecutoriada. Este pri ncipio que no .tiene en nuestro sistel113 rango 
consti tucional. sc encuentra consagrado en d art k ulo 42 y 456 bis del Código de 
Procedimiento Penal. El Art. 42 dispone : "A nad ie S~ considcr<Jrá cuLpable ni se le 
aplicará pena alguna sino en virtud dc sentencia ... " El AIt. 456 bis por su p<Jl1e. 
establece: ;"Nadie puede ser condenado por delito sino cuando el tribunal que lo 
juzgue haya adquirido, por los medios de prueha legal , la convicción de que 
real mente se ha cometido un h~cho punible y que en él le ha correspondido a l reo 
una participación culpable y penada por la ley". Estas nonnas tienen una 
connotación que npul1ta más a la necesidad que la culpabi lidad y la condena tengan 
corno fundamento la tramit~dón previa de l debido proceso legal. que al 
establecimiento de un derecho de presunción de inocencia del imputado. 

Nuestro Cód igo de Procedimien to Penal cumpliendo el mandato consti tuc ional 
se encarga de regular el derecho a la libertad provisional en el titulo IX. artículos 
356 y sigu ientes. El articu lo 356 l u~go de la modificación introducida por la Ley 
19.047 del año 1991 consagra la libertad provisional como un derecho de todo 
detenido o preso regulando su procedencia como regla general. PI artículo 363 
consagra las excepciones por las cuales e l jue7. tiene la facultad de denegar la 
libel1ad provisional. límite a I.!s te derecho que puede fundarse en la necesidad de la 
detención o prisión para el éxito de diligencias precisas y determinadas de la 
investigación o bien cuando la li bertad del detenido o preso sea peligrosa para la 
seguridad de la sociedad o el ofendido. 

No es oportuno analizar cuáles son los criterios jurisprudenciales que se aplican 
a la nornlativa de restricción a la libertad pro visional según las excepciones que la 
ley y la Constitución penniten. ~ Sin embargo. a la luz de las estadísticas es dable 
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La modificación introducida. por la Ley N° 19.047 al Art. 363 del Código de Procedi
miento Penal, tenía por objeto adecuar dicha nommtiva a la regulación internacional del 
derecho a la libertad provisional, limitando los casos en que elta no es procedente sólo 
para los fine.s del proceso. e.xcluyendo criterios pcligrosjstas que apuntan a evitar la reite
ración de la actividad delictiva. En este sentido se discute la interpretac ión que debe atn-



concluir que la protección que brinda el derecho interno no parece ser suficiente para 
imponer un adecuado equilibrio entre el derecho a la libertad y la potestad represiva 
y cautelar del Estado en el control del delito. Frente a este vacío la dimensión 
internacional de los derechos humanos tiene una respuesta que esta ponencia 
pretende esbozar. 

2 Las Obligaciones Internacionales de Chile en la Materia 

Desde el ténnino del régimen militar, el gobierno democrático inició una política 
destinada a insertar a Chile en el marco del orden público internacional de la 
protección de los derechos humanos, asumiendo compromisos jurídicos 
internacionales que hasta entonces habían sido soslayados por nuestro país tanto en 
el ámbito universal como regional. 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Naciones Unidas que 
fuera promulgado en 1976, fue finalmente publicado en 1989. Por su parte Chile 
ratificó en 1990 la Convención Americana de Derechos Humanos, publicada en 
1991 reconociéndose como obligatoria y de pleno derecho la competencia de la 
Corte Intcramerieana de Derechos Humanos. La decisión del gobierno de Chile en 
este sentido abre un nuevo camino para la protección de los derechos fundamentales 
que debemos empezar a recorrer. 

Las obligaciones que emanan de estos instrlUnentos internacionales' para Chile 
son básicamente dos: 

a) La obligación de respetar los derechos y libertades reconocidos en ellos y 
garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción. 
La obligación de respeto implica el deber de los agentes del Estado de no violar 
directa o indirectamente por acción u omisión estos derechos. Por su parte según la 
jurispllldencia internacional la obligación de garantía implica el deber del Estado de 
organizar el aparato estatal y las estructuras del poder público de forma que sean 
capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos, 
debiendo prevenir, investigar y sancionar cualquier violación de los mismos y 
procurar el restablecimiento del derecho conculcado y la reparación del daño 
producido. 4 

b) La obligación del Estado en el evento que los derechos y libertades 
consagrados por el Tratado no estuvieren ya garantizados por disposiciones 
legislativas o de otro carácter en el orden interno, de adoptar con arreglo a los 
procedimientos constitucionales las medidas legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades en el ámbito 
interno. 

Respecto a los derechos que los Estados se obligan a respetar y garantizar, en el 
tema que nos interesa, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
consagra en el artículo 9 N° 3 el derecho de toda persona detenida o presa a causa de 
una infracción penal a ser juzgada dentro de lU1 plazo razonable o a ser puesta en 
libertad. Agrega que la prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas 
no debe ser la regla general pero su libertad podrá estar subordinada a la garantía 

bu irse a la causal de peligro para la sociedad, entendiendo que de acuerdo a la intención 
de la modificación, ella debería referirse únicamente al peligro de fuga y consecuente 
frustración del proceso. 
Corte Interamcricana de Derechos Humanos, caso Velázquez Rodríguez, sentencia del 
29 de julio de 1988. 
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que aseguren la comparecencia del acusado en el aclO del juicio o en cualquier otro 
momento de las diligencias procesales y. en su caso, para la ejecución del fallo. 

Por su parte, la Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto de San 
.losé. establece en su artícul o 7 N° 5 el derecho de lOda persona detenida o retenida a 
ser juzgada dentro de lU1 plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de 
ql.l¡'; continú¡,; el proceso. agregando también que la libertad podrá estar condicionada 
a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 

A primera vista esta normativa inte-rnacional guarda concordancia con la 
regulación constitucional y legal del derecho a la libertad provisional en nuestro 
país. Sin embargo. t Ul análisis más delallado 110 S pennile concluir dos diferencias 
notables: 

a) La contradicción que existe en cuanto a la finalidad de la prisión prevt:ntiva. 
ya que de la nonnativa internacional se desprende que clla sólo ti ene por objeto 
operar como una medida cautelar para asegurar la comparecencia del imputado al 
juicio e impedir que éste eluda la acción de la justicia, sea obstaculizando la 
inwstigación o el cumplimiento de la pena. En camb io~ tomando en consideración 
los casos de excepción en los que nuestro Derecho perm ite negar lugar a la libertad 
provisional, se concluye que la prisión prcventiva puede tener por objeto finalidades 
que son excltL<;; ivas de la pena, como es la prevención del ddilo. que podrín quedar 
comprendida en los criterios de seguridad del ofendido y de la sociedad.~ Desde este 
punto de vista la protección del derecho a la lib·crtaJ en el proceso penal es más 
amplia en el ámbito intenml.:iollal. 

b) La omisión en el Derecho interno de un clcm¡,:n to que introduce un nuevo 
caso de excarcelación en nuestro siste111<J. sin consideración a las cxc¡,:pciones 
estahlecidas en e-I artículo 363 del Código de Pro( edimiento Penal , cual es el 
concepto de plazo razonable en el juzga ruiento. Según la nonnati va internacional 
toda persona ,ienc derecho a ser juzgada en un p l ~f/ o razonable o a ser puesta en 
libertad ) garantía que impon¡; un limite mayor a la potestad cautclar del Estado en la 
persecución del delito, incorporando una exigenci a de eficiencia del sistema judicial 
en el juzgamicnto criminal como condición de legitimidad para la restricción del 
den:cho a la liber1ad provisional en el proceso penal. 

3. Aplicación de la Nvmwlivu Infenwcional en el llmbiro In!emo 

Para precisar el real efecto que pueuen lener estas obligaciones internaciona les en el 
sislema jurídico chi leno debemos abocamos a delenninar en qué medida eS(Qs 
dtrechos son exigibles directamente en el ámbito interno, Cllestllln que 
nccesariamente pasa por dilucidar de qué fonna ellos se incorporan a nuestro 
Derecho) con qué rango jcrár4uico y si la norma internacional que 10 contiene goza 
de autoejecutabilidad. Nos centraremos en d análisis de la Convención Americana 
de Derechos Humanos por ser éste un tratado que contempla mecanismos 
internacionales de carácler jurisdiccional. con competencia para revisar el 
cumplimiento de las obligaciones que d~ ella emanan para Chile y a los cuales 
pueden recurrir las personas sometidas a su jurisdicción para exigir el respeto de los 
derechos que consahrra. 

Arduo ha sido el dehate sobre el efecto producido por la refonna int roducida al 
inciso segundo del attículo 50 de la Constitución en cuanlo a la incorporación y 

Nos remi limos al alcance hccho respcl.1o a este tema en la nora N° 3. 
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jerarquía de los tratados de derechos humanos en el orden interno. No abordaremos 
el tema en su globalidad, respecto del cual he manifestado en extenso mi posición en 
la tesis conjlU1ta de grado titulada "La Protección de los Derechos Humanos en 
Chile. La Refonna al Artículo 5° de la Constitución,,6, limitándonos simplemente a 
razonar por el cauce del problema planteado. 

a) La Incorporación de la Normativa Internacional 
En cuanto al tema de la incorporación de los tratados en el Derecho interno, sabemos 
que no existe lU1a nonnativa clara sobre el sistema establecido en nuestra legislación, 
aun cuando la jurisprudencia mayoritaria y la doctrina de los autores se inclina por la 
tesis que sostiene que nuestro Derecho consagra la concepción dualista, según la 
cual para <-¡ue la nonna internacional adquiera vigencia en el ámbito interno es 
necesario lU1 acto de transfonnación, que no sería otro que la promulgación y 
publicación del tratado. 7 Podemos aceptar esta tesis respecto de los tratados en 
general trente al vacío normativo en la materia, sin embargo es innegable que la 
reforma al inciso segwldo del Artículo SO de la Constitución introdujo una norma de 
reenvío al Derecho interno respecto de los tratados sobre dere¡:hos humanos 
¡:onstiluycndo entonces una excepción en la cual la nonna internacional es 
incorporada en forma automática al Derecho interno. Desde el momento que el 
inciso segundo del Artículo 5° establece que es deber de los órganos del Estado 
promover y respetar los derechos fundament.ales consagrados en lós tratados 
internacionales ratificados por Chile y vigentes, no es posible sostener que las 
normas en ellos contenidas requieren un acto de autoridad adicional para el 
cumplimiento de la obligación que les impone la Constitución. Por tanto, siendo el 
Poder Judicial un órgano del Estado pesa sobre él la obligación de aplicar dicha 
normativa internacional directamente, bastando que el tratado en cuestión haya sido 
ratificado por Chile y se encuentre vigente en el ámbito internacional. 

Lo cierto es que la discusión sobre la incorporación de los tratados de derechos 
humanos en el orden interno, en cuanto al debate si ellos siguen la regla general de 
necesitar un acto de transfonnación interno o se incorporan automáticamente como 
normas internacionales, pierde interés respecto del cfecto quc una u otra posición 
pueda producir en la facultad de las personas de exigir directamente al órgano 
jurisdiccional del país el respeto de los derechos contenidos en los tratados, al menos 
en lo referente a los instrumentos que hemos mencionado, pues ambos se encuentran 
en la actualidad promulgados y publicados. Sin embargo, la discusión mantiene 
vigencia en cuanto la incorporación directa del tratado como nom1a internacional 
conlleva que sus disposiciones deban ser interpretadas y aplicadas a la luz de los 
principios, de la doctrina y de la jurisprudencia internacional en la materia, efecto 

Luz María FERNÁNDEZ y Marcela FERNANDEZ, "La protección de los Derechos Humanos 
en Chile. La reforma al Art. 50 de la Constitución". Tesis para optar al grado de licencia
do en Ciencias Jurídicas, Universidad de Valparaíso, Valparaíso, Chile, 1993, no publi
cada, disponible en biblioteca de la Facultad de Derecho de la Universidad de Valparaí
so. 
Ver al respecto, Edmundo VARGAS CARREÑO, "'Algunos Problemas que presenta la Apli
cación y la Interpretación de la Convención Americana de Derechos Humanos". en "La 
Convención Americana de Derechos Humanos", Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, OEA 1980, pág. 154; Hugo LLANOS MANSILLA 'Teoría y Práctica del Dere
cho lntemacional Público", Tomo l, Editorial Jurídica de Chile, Santiago. Chile, 1990. 
Pág. 411; Santiago BENADAYA. "Derecho Intemacional Público", Editorial Jurídica de 
Chile. Santiago, Chile, 1989, pág. 74. 
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que podría ser cuestionado si se entiende que la nonna que se aplica es una ley de la 
República como cualquiera otra y no Wla nonna internacional. 

b) La Jerarquía de la Normativa Internacional 
En cuanto al efecto que habría producido la refon1l3 al inciso seglmdo del Artículo 
5° de la Constitución sobre la jerarquía con la que se incorporan los tratados sobn: 
d(.'n:chos humanos al orden interno la doctrina se cncuentra dividida. La posic ión 
minoritaria sostiene que los tratados sohre derechos humanos mantienen su rango de 
ley~ de acuerdo a la práctica generalizada sobre este punto, establecida por la 
doctrina de los autores y la jurisprudencia de nuestros tribunales. La opinión 
mayoritaria en cambio_ lk:ntro dt: la cual me incluyo. sostiene que la reforma habría 
e levado los tratados imemacionales sobre derechos humanos él rango constitucional. 
e incluso algunos sostienen como l:!ccto el rango supraconsti tucinnal de los mismos. 

Cualquiera sea la posición que se adopte. respecto del derecho a la lihertad 
provi~ional en pmticular la conclusión o efecto de la obligación intemacional en la 
materia será la misma. Esta afirmacion tiene como hl1ldmnento el que la re-gulación 
del derecho a la libe rtad provisiolltl l. en CU41 llto a los criterios que determinan su 
proccdcm.:ia en el orden intemo. no t:ontradice en lo esencial la nonnati va 
internacional, ya que esta última sólo viene a complcl1ll:nt3r o perfeccionar la 
regulación dc un derecho ya reconocido en la Constitución. Desde este punto de 
vista asumiendo para efectos prá<..:ticos que el ar.rículo 7 N° 5 de la Co'nvención 
Americana de Ot:rechos Humanos se incorpura COIl rango legal. no existiendo 
contradicción con la nomlati va consti tucional y siendo una nonna posterior al 
Código de Procedimiento Penal. el Pacto viene a llenar un v<lcio existente en la 
materia. creando un nuevo caso de excarcelación en r.:J proceso penal. 

c) La Autoejecutabilidad de la Normativa Intel'llacional 
Finalmente nos queda aún determine!.)' si la norma que regula el dcrechu a la libel1ad 
en e l proceso penal en la Convención Americana de Derechos Ilumanos reviste e l 
carácter de autoejecutahlc, de fonna que ella puede exigirse inmediatamente en el 
orden intemo sin necesidad de una regulación h.:gal adicional. Se dice que una nonna 
de un tratad<J es autoejecutable cuando está f0111wlada de tal manera que nu requiere 
de una reglamentación pO!i tl:riul' para ser invocada. Podría plantearse entonces. que 
no existiendo una norma interna que regule el plazo razonable d~ juzgamien tu , el 
derecho a la libertad provisional por irrazonabi lidad de este p lazo, no podría se r 
invocado directamente ante los trihunales chilenos. 

El terna ha sido discutido sobre la base del t: fecto que tendría el Art. 2 de la 
Convención Americana de Dcrcchos IIumanos, en cuanto se podría interpretar que 
esta nonna res la autoejeclltabilidad a los derechos consagrados en ella. tesis 
sostenida fundamentalmente por Estados Unidos. El Afi . 2 de la Convención 
establece la obligación para los Estados panes, en el caso que el ejercicio de los 
dc-rechos y libertades consagrados en la Convención no estuvieren ya garantizados 
en el orden interno por di:sposiciones legislativas o de otro t:aráctt:r que fuesen 
necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. Planteada la cuestión en 
la Conferencia de San José, Estados Unidos fonnuló una dcclaraóón por la cual 
interpretaba e l Art. 2 en el sentido que I ~ Convención no tenía carácter 
autoejecutabl e, siendo decisión de cada país poner en ejecución libremente el tratado 
según fuera eonv~niente a su práctica interna, legislación y jurisprudencia. 

Esta interpretación unilateral de Estados Unidos no encontró eco en la 
Conferencia de San José. y la interpretación de los órganos internacionales de 
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control que establece la Convención, y la doctrina mayoritaria de los autores, es 
inequívoca en cuanto al carácter autoejecutablc dc las normas de la Convención, 
salvo que ella misma excepcionalmente disponga lo contrario. Los jueces de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos han señalado que la obligación de respeto y 
garantía contenida en el Art. I de la Convención reviste el carácter de inmediata y no 
condicionada, siendo la obligación contenida en el Art. 2 adicional para aquellos 
casos en que la normat iva intemaciünal exige la dktac.:ión de una ley interna respecto 
a un derecho cn particular para su plena efectividad. R 

Para oue-stro país, la tesis de la falta de aulocjccutabilidad de las nomlas de la 
Convenció n es insostenible. En efecto, fue precisamelllc la delegación ch ilena ante la 
Conf~rencia de San José quien propuso la inclusión del Art. 2 al Proyecto de 
Convención. con expresa declaración que su objetivo era crear una obligación 
jurídica para los Estados parles de dictar las disposiciones legales necesarias para 
d;u efectividad a las nonnas respecto de las cuales la propia Convención exigía la 
dictación de tilla nOllllativa interna, dejando claro que la proposición no tenia la 
intención de restar autoejecutabilidad a la mi sma.Y 

Finalmente., cabe señalar que el artículo 7 N° 5 de la Convención, según la 
doctrina mayoritaria no se encuentra dentro dc aquellas nonnas excepcionales que 
carecen de autoejecutabilidad. por lo clla l e l hecho que nuestra nOllllativa procesal 
penal no contemple la dctcnninación del plazo razonable no obsta él. que el derecho 
sea exigible en el orden interno en forma inmediata a los tribunales de justicia. 
Concsponderá a éstos y a los órganos internacionales que contempla la Convención 
Americana determinar el alcance de esta expresión respecto del cual existen ya 
pronunciamicntos j urisprudenciales. 

4. Lo Libertad Provi.'iirmol por Irra::.onabilidad del Pla::o de Juzgamienlo 

Establecido de acuerdo a las consideraciones anteriores. que la exigencia del plazo 
razonable de juzgamiento opera en nuestro sistema como una limitación de la 
pnt e~tad cautelar del Estado al imponer la prisión preventiva, trataremos de 
detel111inar su ámbito de aplicación. 

El concepto de plazo razonable en el juzgamiento tiene su fundamento en la 
teorí(l general de la r(l zonabilidad del Derecho. En ténninos generales podemos 
señalar que la exigencia de razonabi lidad respecto de las leyes que regulan el 
~iercicio de un derecho fundamenta l apuntan a la proporcionalidad o adecuación quc 
debe existir entre las reslricc ioncs impuestas a su ejercicio a través de la 
reglamentación legal y los tines perseguidos por la nonlla.

lO 

Otro criterio utilizado por la jurisprudencia argentina está referido a que la 
restricción legal al ejercicio del derecho no pucdí: tcner por efecto alterar la esencia 
del derecho reconocido de modo de hacer ilusoria su existencia o producir un 
resultado de iniquidad manifiesta.l l Esta limitación a las restricciones que puede 

" 

Corte lmeramcricana de Derechos Humanos. ··t:xigihi lidad del Derecho de Rcclificación 
o Respuesta", Opinión Consultiva OC 7/86, del 29 de agosto de 1986. 

Thomas BUERGI~NTIIAL y otros, "La Protección de JO!; Derechos Humanos ~n las Améri
cas", Instituto Interamericano de Derechos Humanos". Editorial Civitas S.A.. Madrid. 
Espaíi.a. 1994. Págs. 87 a 91. 
Nclson R. PESSOA. "Fundamentos Constitucionales de la Exención de Prisión y de la 
Excarcelación", Editorial Hamnmrabi. Buenos Aires. Argentina, 1992. Págs. 156 Y 15 7. 

Nclson R. P ESSOA, Ob. Cit. , Pág. 157. 
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imponer la ley al ejercicio de los derechos fundamentales se encuentra consagrada en 
nuestra Constiluciún en el artículo 19 N° 26 que protege la esencia de los derechos y 
prohibe imponer condiciones, tributos o requisi tos que impidan su libre ejercicio. 

Aplicando esta noci ón general de razonabilidad el plazo razonable de 
juzg,nniento opera como un límite absoluto a la duración de la prisión preventiva 
independientemente que se mantenga el fundamento que motiva la privación de 
lihert ad. es decir. la excarcelación por inaz()nabilidad del plazo de juzgamiento 
tendria aplicación aun cuando nos encontremos en aquellos cas()s de excepción en 
4Ul.! !;j ley I"<u.:ulla al juez a denegar la libertau prov isional. 

La concepción del derecho a la libertad en el proceso en estel:aso ti ene su 
fundamento en el hecho que frente a la ine fi cacia de la adminis(ración de justió<J. no 
es posible sacrificar los derechos fundamentales de la persona debiendo el Esrado 
8bdicar de su potestad cautelar para asegurar I ~ consecución de su objetivo de 
n:presión del delito. La morosidad judicial en el j uzgamiento no puede recaer en la 
p¡,:rsol1<.l dc l imputado. El plazo razonable de ju:r.gamil:nto es el límite máximo que 
líent' el Estado para cauwlar sus objetivos de administrar justicia fn:nte al de recho 
lundamenral a la libenad durante el proCl:SO. 

Para precisar t:ómo se aplica este principio debemos definir qué se entiende por 
plazo ra/.onabJe o cómo él se dctennina para lo c\lal siendo éste un conceplo del 
Derecho llllemaciunal necesariamente recurriremos a la jurisprudencia de los 
órganos de control que deben supcrvigilar la ubserv::l.11cia por parte dd Estado de 
este derecho. 

1 ,a gar<lluía del plazo razonabk de juzgamiento se encuentra también c()nsagr~da 
CO lll() un elcmmto del deb ido proceso en el artí culo X de la Convención Americana y 
en el 6 de la Convención Europea. Los pronunc iam ientos de la Corte Europea de 
Ucrcchos Humanos y de la Comisión Imerarncricana tic Dercl:hos Humanos plantean 
que no es posible estab lecer a priori cuál es la dllf<lción razonable de un proceso, la 
que deberá apreciarse según las circunstanc ias de In causa. su compl ej idad. el 
comportamiento dc las panes y de las autoridades competentes. Un criterio 
fundamental al momento de dctenninar la razonabilidad del plazo estaría dado por el 
hedlO que la dilación o demora de l proceso Sl'a imputable al Estado. 

[n las legislaciones inH.:mas existen dos sistemas para definir qué debe 
entenderse por plazo razonable: 

a) El establecimiento de un plazo determinado a priori para la <.luración del 
juzgamic11Io penal o la prisión preventiva como OCUlTe en Alemania. en Italia y en 
España. [ sta modalidad tamhién sería introducida por la refonna proc.csal penal en 
nuestros días. 

11) El plazo no se encuentra determinado por la legislación y debc scr estab lecido 
caso a caso por el juez según ciertos criterios; cnlrl' t:stos criterios la jmisprudencia 
intemacional ha considerado el tiempo de durac ión de la prisión prcventi va en sí 
misma, la duración de la detención dc la prisión preventiva con relación a la pena 
que es posible preverse en el supuesto de cOOlkna. h.ls cfcl:tos penales sobre ei 
privado de libertad en d ordt::n materi al y moral, la actuación de las aUloridades 
judicia les y su diligencia , etc. 12 

I ! 
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La Comisión Intcramericana de Derechos Humanos ha señalado que si el tiempo 
pasado por un detenido en régimen de prisión preventiva en espera de juicio rebasa 
el período de la pena que se impondría si se le reconociera culpable y se le 
condenara, la detención constituiría una grave violación del derecho del detenido a 
que se le formulen acusaciones y se le reconozca culpable antes dc que se le 
castigue.!3 

Otros. criterios que deben ser considerados, según la jurisprudencia del Tribunal 
Europeo y la Comisión Europea de Derechos Humanos, dicen relación con que la 
persona inculpada no tiene la obligación de cooperar activamente con las 
autoridades judiciales en relación a su proceso penal, siendo responsabilidad de las 
autoridades promover un juicio rápido con la debida diligencia.!4 

Con todo es necesario aclarar que a mi juicio los únicos criterios quc no pueden 
ser considerados al momento de definir el plazo razonable son aquellos que se 
esgrimen como fundamento de los casos de excepción a la libertad provisionaL 
como sería el peligro de fuga del imputado, o en nuestro país el peligro para la 
sociedad por posible reincidencia o el peligro para la víctima, puesto que esta 
interpretación conduciría al resultado de que el plazo razonable como el límite 
múximo de la prisión preventi va pierde toda razón lIt: ser y no puede operar como un 
límite adicional a las facultades represivas o cautelares del Estado. Precisamente es 
esto lo que ocurrió en el caso Firmenich contra A .. rgentina en el cual la Comisión 
lnteramericana fundamenta su decisión en base· al peligro de fuga del privado de 
libertad aun cuando también aplica otros criterios que sí son procedentes. como el 
tiempo efectivo de la detención y la ausencia de retardo injustificado en la 
administración de justicia. 

Respecto a la aplicación de esta nueva causal de excarcelación en nuestro 
sistema. plantea la complejidad que la legislación nacional adolece de una nOnTIa 
que consagre un límite objetivo a la prisión preventiva o al juzgamiemo criminal. 
siendo legítimo para el juez mantener la prisión preventiva mientras subsistan las 
condiciones de hecho antecedente de los casos de excepción en los que no procede 
la excarcelación según el Código de Procedimiento Penal. Sin embargo. hemos visto 
que de acuerdo a la jurisprudencia intemacional no es necesario ni exigible al Estado 
que establezca un plazo dete1111inado de juzgamiento. pudiendo aplicarse el derecho 
a la libeliad por irrazonabilidad del plazo de juzgamiento a través de los criterios 
que aplique el juez en cada caso para detenninarlo. El juez nacional deberá en la 
aplicación de la norma intemacional considerar los criterios que y·a se han 
mencionado y otros que pudieran ser fundamento de la inazonabilidad de acuerdo a 
nuestro Derecho. 

Mientras nuestro sistema jurídico no cuente con un sistema procesal penal que 
cJCctivamente garantice el libre y pleno ejercicio de los derechos fundamentah:s del 
imput<ldo, conjugando proporcionalmente sus limitaciones con los intereses de 
policía del Estado. los operadores jurídicos debemos sentimos llamados a utilizar las 
herramientas que nos proporciona el Derecho IntemacÍonal de los Derechos 
Humanos como parte integrante de nuestro ordenamiento jmídico. a modo de 
tensionar el sistema como único recurso para el cambio. 

11 

"Derechos Humanos y Prisión Preventiva", Naciones Unidas, Centro de Derechos Hu
manos, Subdivisión de Prevención del Delito y Justicia PenaL Serie de Capacitación 
Profesional N° 3. Nueva York y Ginebra. 1994. Págs. 20 y 2l. 
"Derechos Humanos y Prisión Preventiva", Ob. Cito pág. 21. 
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